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REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/1993, DE 24 DE SEPTIEMBRE, POR EL 

QUE SE APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DEL IMPUESTO 

SOBRE TRANSMISIONES PATRIMONIALES Y ACTOS JURÍDICOS 

DOCUMENTADOS 

 

Proyecto de Ley de medidas de prevención y lucha contra el fraude fiscal, de transposición 

de la Directiva (UE) 2016/1164, del Consejo, de 12 de julio de 2016, por la que se establecen 

normas contra las prácticas de elusión fiscal que inciden directamente en el funcionamiento 

del mercado interior, de modificación de diversas normas tributarias y en materia de 

regulación del juego.1  

 
 

 

Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de 

septiembre, por el que se aprueba el Texto 

refundido de la Ley del Impuesto sobre 

Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 

Documentados 

 

[Texto consolidado] 

 

 Proyecto de Ley de medidas de prevención y lucha 

contra el fraude fiscal, de transposición de la 

Directiva (UE) 2016/1164, del Consejo, de 12 de 

julio de 2016, por la que se establecen normas 

contra las prácticas de elusión fiscal que inciden 

directamente en el funcionamiento del mercado 

interior, de modificación de diversas normas 

tributarias y en materia de regulación del juego. 

 

[modificación] 

 

[…] 

 

TÍTULO I 

Transmisiones patrimoniales 

 

Hecho imponible 

 

Artículo 7. 

[…] 

 

5. No estarán sujetas al concepto de «transmisiones 

patrimoniales onerosas», regulado en el presente 

Título, las operaciones enumeradas anteriormente 

cuando sean realizadas por empresarios o 

profesionales en el ejercicio de su actividad 

empresarial o profesional y, en cualquier caso, 

cuando constituyan entregas de bienes o 

prestaciones de servicios sujetas al Impuesto sobre 

el Valor Añadido. No obstante, quedarán sujetas a 

dicho concepto impositivo las entregas o 

arrendamientos de bienes inmuebles, así como la 

constitución y transmisión de derechos reales de 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

5. No estarán sujetas al concepto transmisiones 

patrimoniales onerosas regulado en el presente título 

las operaciones enumeradas anteriormente cuando, con 

independencia de la condición del adquirente, los 

transmitentes sean empresarios o profesionales en el 

ejercicio de su actividad económica y, en cualquier 

caso, cuando constituyan entregas de bienes o 

prestaciones de servicios sujetas al Impuesto sobre el 

Valor Añadido. No obstante, quedarán sujetos a dicho 

concepto impositivo las entregas o arrendamientos de 

bienes inmuebles, así como las constitución y 

transmisión de derechos reales de uso y disfrute que 

                                                 
1 En la columna de la derecha se resaltan en color rojo las modificaciones, adiciones y/o derogaciones propuestas en el Proyecto de 

Ley. 



uso y disfrute que recaigan sobre los mismos, 

cuando gocen de exención en el Impuesto sobre el 

Valor Añadido. También quedarán sujetas las 

entregas de aquellos inmuebles que estén incluidos 

en la transmisión de la totalidad de un patrimonio 

empresarial, cuando por las circunstancias 

concurrentes la transmisión de este patrimonio no 

quede sujeta al Impuesto sobre el Valor Añadido. 

 

[…] 

 

Base imponible 

 

Artículo 10. 

 

1. La base imponible está constituida por el valor 

real del bien transmitido o del derecho que se 

constituya o ceda. Únicamente serán deducibles las 

cargas que disminuyan el valor real de los bienes, 

pero no las deudas aunque estén garantizadas con 

prenda o hipoteca. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

recaigan sobre los mismos, cuando gocen de exención 

en el Impuesto sobre el Valor Añadido. También 

quedarán sujetas las entregas de aquellos inmuebles 

que estén incluidos en la transmisión de un patrimonio 

empresarial o profesional, cuando por las 

circunstancias concurrentes la transmisión de este 

patrimonio no quede sujeta al Impuesto sobre el Valor 

Añadido.  

 

[…] 

 

 

 

 

 

1. La base imponible está constituida por el valor del 

bien transmitido o del derecho que se constituya o 

ceda. Únicamente serán deducibles las cargas que 

disminuyan el valor de los bienes, pero no las deudas 

aunque estén garantizadas con prenda o hipoteca. 

 

A efectos de este impuesto, salvo que resulte de 

aplicación alguna de las reglas contenidas en el 

apartado 3 de este artículo o en los artículos siguientes, 

se considerará valor de los bienes y derechos su valor 

de mercado. No obstante, si el valor declarado por los 

interesados, el precio o contraprestación pactada o 

ambos son superiores al valor de mercado, la mayor de 

esas magnitudes se tomará como base imponible. 

Se entenderá por valor de mercado el precio más 

probable por el cual podría venderse, entre partes 

independientes, un bien libre de cargas. 

2. En el caso de los bienes inmuebles, su valor será el 

valor de referencia previsto en la normativa reguladora 

del catastro inmobiliario, a la fecha de devengo del 

impuesto. 

No obstante, si el valor del bien inmueble declarado 

por los interesados, el precio o contraprestación 

pactada, o ambos son superiores a su valor de 

referencia, se tomará como base imponible la mayor de 

estas magnitudes. 

Cuando no exista valor de referencia o este no pueda 

ser certificado por la Dirección General del Catastro, la 

base imponible, sin perjuicio de la comprobación 

administrativa, será la mayor de las siguientes 

magnitudes: el valor declarado por los interesados, el 

precio o contraprestación pactada o el valor de 

mercado. 

3. El valor de referencia solo se podrá impugnar 

cuando se recurra la liquidación que en su caso realice 

la Administración tributaria o con ocasión de la 

solicitud de rectificación de la autoliquidación, 

conforme a los procedimientos regulados en la Ley 

58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

Cuando los obligados tributarios consideren que la 

determinación del valor de referencia ha perjudicado 

sus intereses legítimos, podrán solicitar la rectificación 

de la autoliquidación impugnando dicho valor de 

referencia. 

4. Cuando los obligados tributarios soliciten una 

rectificación de autoliquidación por estimar que la 

determinación del valor de referencia perjudica a sus 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

intereses legítimos o cuando interpongan un recurso de 

reposición contra la liquidación que en su caso se le 

practique, impugnando dicho valor de referencia, la 

Administración tributaria resolverá previo informe 

preceptivo y vinculante de la Dirección General del 

Catastro, que ratifique o corrija el citado valor, a la 

vista de la documentación aportada. 

La Dirección General del Catastro emitirá informe 

vinculante en el que ratifique o corrija el valor de 

referencia cuando lo solicite la Administración 

tributaria encargada de la aplicación de los tributos 

como consecuencia de las alegaciones y pruebas 

aportadas por los obligados tributarios. 

Asimismo, emitirá informe preceptivo, corrigiendo o 

ratificando el valor de referencia, cuando lo solicite la 

Administración tributaria encargada de la aplicación de 

los tributos, como consecuencia de la interposición de 

reclamaciones económico-administrativas. 

 

[El actual  apartado 2 pasará a ser el apartado 5] 

 

5. En particular, serán de aplicación las normas 

contenidas en los apartados siguientes: 

 

a) El valor del usufructo temporal se reputará 

proporcional al valor total de los bienes, en razón del 2 

por 100 por cada período de un año, sin exceder del 70 

por 100. 

 

En los usufructos vitalicios se estimará que el valor es 

igual al 70 por 100 del valor total de los bienes cuando 

el usufructuario cuente menos de veinte años, 

minorando, a medida que aumenta la edad, en la 

proporción de un 1 por 100 menos por cada año más 

con el límite mínimo del 10 por 100 del valor total. 

 

El usufructo constituido a favor de una persona jurídica 

si se estableciera por plazo superior a treinta años o por 

tiempo indeterminado se considerará fiscalmente como 

transmisión de plena propiedad sujeta a condición 

resolutoria. 

 

El valor del derecho de nuda propiedad se computará 

por la diferencia entre el valor del usufructo y el valor 

total de los bienes. En los usufructos vitalicios que, a 

su vez, sean temporales, la nuda propiedad se valorará 

aplicando, de las reglas anteriores, aquella que le 

atribuya menor valor. 

 

b) El valor de los derechos reales de uso y habitación 

será el que resulte de aplicar al 75 por 100 del valor de 

los bienes sobre los que fueron impuestos, las reglas 

correspondientes a la valoración de los usufructos 

temporales o vitalicios, según los casos. 

 

c) Las hipotecas, prendas y anticresis se valorarán en el 

importe de la obligación o capital garantizado, 

comprendiendo las sumas que se aseguren por 

intereses, indemnizaciones, penas por incumplimiento 

u otro concepto análogo. Si no constare expresamente 

el importe de la cantidad garantizada, se tomará por 

base el capital y tres años de intereses. 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

d) Los derechos reales no incluidos en apartados 

anteriores se imputarán por el capital, precio o valor 

que las partes hubiesen pactado al constituirlos, si fuere 

igual o mayor que el que resulte de la capitalización al 

interés básico del Banco de España de la renta o 

pensión anual, o éste si aquél fuere menor. 

 

e) En los arrendamientos servirá de base la cantidad 

total que haya de satisfacerse por todo el período de 

duración del contrato; cuando no constase aquél, se 

girará la liquidación computándose seis años, sin 

perjuicio de las liquidaciones adicionales que deban 

practicarse, caso de continuar vigente después del 

expresado período temporal; en los contratos de 

arrendamiento de fincas urbanas sujetas a prórroga 

forzosa se computará, como mínimo, un plazo de 

duración de tres años. 

 

f) La base imponible de las pensiones se obtendrá 

capitalizándolas al interés básico del Banco de España 

y tomando del capital resultante aquella parte que, 

según las reglas establecidas para valorar los 

usufructos, corresponda a la edad del pensionista, si la 

pensión es vitalicia, o a la duración de la pensión si es 

temporal. Cuando el importe de la pensión no se 

cuantifique en unidades monetarias, la base imponible 

se obtendrá capitalizando el importe anual del salario 

mínimo interprofesional. 

 

g) En las transmisiones de valores que se negocien en 

un mercado secundario oficial, el valor de cotización 

del día en que tenga lugar la adquisición o, en su 

defecto, la del primer día inmediato anterior en que se 

hubiesen negociado, dentro del trimestre inmediato 

precedente. 

 

h) En las actas de notoriedad que se autoricen para 

inscripción de aguas destinadas al riego, tanto en el 

Registro de la Propiedad como en los Administrativos, 

servirá de base la capitalización al 16 por 100 de la 

riqueza imponible asignada a las tierras que con tales 

aguas se beneficien. 

 

i) En los contratos de aparcería de fincas rústicas, 

servirá de base el 3 por 100 del valor catastral asignado 

en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles a la finca 

objeto del contrato, multiplicado por el número de años 

de duración del contrato. 

 

j) En los préstamos sin otra garantía que la personal del 

prestatario, en los asegurados con fianza y en los 

contratos de reconocimiento de deudas y de depósito 

retribuido, el capital de la obligación o valor de la cosa 

depositada. En las cuentas de crédito, el que realmente 

hubiese utilizado el prestatario. En los préstamos 

garantizados con prenda, hipoteca o anticresis, se 

observará lo dispuesto en el párrafo c) de este artículo. 

[…] 

 

 

 



Reglas especiales 

 

Artículo 13. 

[…] 

 

3. Como norma general, para determinar la base 

imponible, el valor real del derecho originado por la 

concesión se fijará por la aplicación de la regla o 

reglas que, en atención a la naturaleza de las 

obligaciones impuestas al concesionario, resulten 

aplicables de las que se indican a continuación: 

 

a) Si la Administración señalase una cantidad total 

en concepto de precio o canon que deba satisfacer 

el concesionario, por el importe de la misma. 

 

b) Si la Administración señalase un canon, precio, 

participación o beneficio mínimo que deba 

satisfacer el concesionario periódicamente y la 

duración de la concesión no fuese superior a un 

año, por la suma total de las prestaciones 

periódicas. Si la duración de la concesión fuese 

superior al año, capitalizando, según el plazo de la 

concesión, al 10 por 100 la cantidad anual que 

satisfaga el concesionario. 

 

Cuando para la aplicación de esta regla hubiese que 

capitalizar una cantidad anual que fuese variable 

como consecuencia, exclusivamente, de la 

aplicación de cláusulas de revisión de precios que 

tomen como referencia índices objetivos de su 

evolución, se capitalizará la correspondiente al 

primer año. Si la variación dependiese de otras 

circunstancias, cuya razón matemática se conozca 

en el momento del otorgamiento de la concesión, la 

cantidad a capitalizar será la media anual de las que 

el concesionario deba de satisfacer durante la vida 

de la concesión. 

 

c) Cuando el concesionario esté obligado a revertir 

a la Administración bienes determinados, se 

computará el valor neto contable estimado de 

dichos bienes a la fecha de reversión, más los 

gastos previstos para la reversión. Para el cálculo 

del valor neto contable de los bienes se aplicarán 

las tablas de amortización aprobadas a los efectos 

del Impuesto sobre Sociedades en el porcentaje 

medio resultante de las mismas. 

 

[…] 

 

Artículo 17. 

 

1. En la transmisión de créditos o derechos 

mediante cuyo ejercicio hayan de obtenerse bienes 

determinados y de posible estimación se exigirá el 

impuesto por iguales conceptos y tipos que las que 

se efectúen de los mismos bienes y derechos. Sin 

embargo, en el caso de inmuebles en construcción, 

la base imponible estará constituida por el valor real 

del bien en el momento de la transmisión del 

crédito o derecho, sin que pueda ser inferior al 

 

 

 

 

 

3. Como norma general, para determinar la base 

imponible, el valor del derecho originado por la 

concesión se fijará por la aplicación de la regla o reglas 

que, en atención a la naturaleza de las obligaciones 

impuestas al concesionario, resulten aplicables de las 

que se indican a continuación: 

 

a) Si la Administración señalase una cantidad total en 

concepto de precio o canon que deba satisfacer el 

concesionario, por el importe de la misma. 

 

b) Si la Administración señalase un canon, precio, 

participación o beneficio mínimo que deba satisfacer el 

concesionario periódicamente y la duración de la 

concesión no fuese superior a un año, por la suma total 

de las prestaciones periódicas. Si la duración de la 

concesión fuese superior al año, capitalizando, según el 

plazo de la concesión, al 10 por 100 la cantidad anual 

que satisfaga el concesionario. 

 

Cuando para la aplicación de esta regla hubiese que 

capitalizar una cantidad anual que fuese variable como 

consecuencia, exclusivamente, de la aplicación de 

cláusulas de revisión de precios que tomen como 

referencia índices objetivos de su evolución, se 

capitalizará la correspondiente al primer año. Si la 

variación dependiese de otras circunstancias, cuya 

razón matemática se conozca en el momento del 

otorgamiento de la concesión, la cantidad a capitalizar 

será la media anual de las que el concesionario deba de 

satisfacer durante la vida de la concesión. 

 

c) Cuando el concesionario esté obligado a revertir a la 

Administración bienes determinados, se computará el 

valor neto contable estimado de dichos bienes a la 

fecha de reversión, más los gastos previstos para la 

reversión. Para el cálculo del valor neto contable de los 

bienes se aplicarán las tablas de amortización 

aprobadas a los efectos del Impuesto sobre Sociedades 

en el porcentaje medio resultante de las mismas. 

 

[…] 

 

 

 

 

 

 

1. En la transmisión de créditos o derechos mediante 

cuyo ejercicio hayan de obtenerse bienes determinados 

y de posible estimación se exigirá el impuesto por 

iguales conceptos y tipos que las que se efectúen de los 

mismos bienes y derechos. Sin embargo, en el caso de 

inmuebles en construcción, la base imponible estará 

constituida por el valor del bien en el momento de la 

transmisión del crédito o derecho, sin que pueda ser 

inferior al importe de la contraprestación satisfecha por 



importe de la contraprestación satisfecha por la 

cesión. 

 

2. […] 

 

TÍTULO II 

Operaciones societarias 

[…] 

Base imponible 

 

Artículo 25. 

[…] 

 

2. Cuando se trate de operaciones realizadas por 

sociedades distintas de las anteriores y en las 

aportaciones de los socios que no supongan un 

aumento del capital social, la base imponible se 

fijará en el valor neto de la aportación, 

entendiéndose como tal el valor real de los bienes y 

derechos aportados minorado por las cargas y 

gastos que fueren deducibles y por el valor de las 

deudas que queden a cargo de la sociedad con 

motivo de la aportación 

[…] 

 

 

4. En la disminución de capital y en la disolución, 

la base imponible coincidirá con el valor real de los 

bienes y derechos entregados a los socios, sin 

deducción de gastos y deudas. 

 

[…] 

 

TÍTULO III 

Actos jurídicos documentados 

 

Documentos notariales 

 

[…] 

 

Base imponible 

 

Artículo 30. 

 

1. En las primeras copias de escrituras públicas que 

tengan por objeto directo cantidad o cosa valuable 

servirá de base el valor declarado, sin perjuicio de 

la comprobación administrativa. La base imponible 

en los derechos reales de garantía y en las escrituras 

que documenten préstamos con garantía estará 

constituida por el importe de la obligación o capital 

garantizado, comprendiendo las sumas que se 

aseguren por intereses, indemnizaciones, penas por 

incumplimiento u otros conceptos análogos. Si no 

constare expresamente el importe de la cantidad 

garantizada, se tomará como base el capital y tres 

años de intereses. 

 

En la posposición y mejora de rango de las 

hipotecas o de cualquier otro derecho de garantía, la 

base imponible estará constituida por la total 

responsabilidad asignada al derecho que empeore 

la cesión. 

 

2. […] 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

2. Cuando se trate de operaciones realizadas por 

sociedades distintas de las anteriores y en las 

aportaciones de los socios que no supongan un 

aumento del capital social, la base imponible se fijará 

en el valor neto de la aportación, entendiéndose como 

tal el valor de los bienes y derechos aportados 

minorado por las cargas y gastos que fueren deducibles 

y por el valor de las deudas que queden a cargo de la 

sociedad con motivo de la aportación, determinado de 

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10 de este texto 

refundido. 

[…] 

 

4. En la disminución de capital y en la disolución, la 

base imponible coincidirá con el valor de los bienes y 

derechos entregados a los socios, sin deducción de 

gastos y deudas, determinado de acuerdo con lo 

dispuesto en el artículo 10 de este texto refundido. 

[…] 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

1. En las primeras copias de escrituras públicas que 

tengan por objeto directo cantidad o cosa valuable 

servirá de base el valor declarado, sin perjuicio de la 

comprobación administrativa. La base imponible en los 

derechos reales de garantía y en las escrituras que 

documenten préstamos con garantía estará constituida 

por el importe de la obligación o capital garantizado, 

comprendiendo las sumas que se aseguren por 

intereses, indemnizaciones, penas por incumplimiento 

u otros conceptos análogos. Si no constare 

expresamente el importe de la cantidad garantizada, se 

tomará como base el capital y tres años de intereses. 

En la posposición y mejora de rango de las hipotecas o 

de cualquier otro derecho de garantía, la base 

imponible estará constituida por la total 

responsabilidad asignada al derecho que empeore de 

rango. En la igualación de rango, la base imponible se 

determinará por el total importe de la responsabilidad 



de rango. En la igualación de rango, la base 

imponible se determinará por el total importe de la 

responsabilidad correspondiente al derecho de 

garantía establecido en primer lugar. 

 

2.[…] 

 

 

 

TÍTULO IV 

Disposiciones comunes 

 

[…] 

 

Comprobación de valores 

 

1. La Administración podrá, en todo caso, 

comprobar el valor real de los bienes y derechos 

transmitidos o, en su caso, de la operación 

societaria o del acto jurídico documentado. 

 

2. La comprobación se llevará a cabo por los 

medios establecidos en el artículo 52 de la Ley 

General Tributaria. 

 

Si de la comprobación resultasen valores superiores 

a los declarados por los interesados, éstos podrán 

impugnarlos en los plazos de reclamación de las 

liquidaciones que hayan de tener en cuenta los 

nuevos valores. Cuando los nuevos valores puedan 

tener repercusiones tributarias para los 

transmitentes se notificarán a éstos por separado 

para que puedan proceder a su impugnación en 

reposición o en vía económico-administrativa o 

solicitar su corrección mediante tasación pericial 

contradictoria y, si la reclamación o la corrección 

fuesen estimadas en todo o en parte, la resolución 

dictada beneficiará también a los sujetos pasivos 

del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 

Actos Jurídicos Documentados 

 

3.[…] 

 

5. Se considerará que el valor fijado en las 

resoluciones del juez del concurso para los bienes y 

derechos transmitidos corresponde a su valor real, 

no procediendo en consecuencia comprobación de 

valores, en las transmisiones de bienes y derechos 

que se produzcan en un procedimiento concursal, 

incluyendo las cesiones de créditos previstas en el 

convenio aprobado judicialmente y las 

enajenaciones de activos llevadas a cabo en la fase 

de liquidación. 

 

[…] 

 

 

 

 

 

 

 

correspondiente al derecho de garantía establecido en 

primer lugar. 

Cuando la base imponible se determine en función del 

valor de bienes inmuebles, el valor de estos no podrá 

ser inferior al determinado de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 10 de este texto refundido. 

 

2. […] 

 

 

 

 

 

 

 

 

1. La Administración podrá, en todo caso, comprobar 

el valor de los bienes y derechos transmitidos o, en su 

caso, de la operación societaria o del acto jurídico 

documentado. 

 

2. La comprobación se llevará a cabo por los medios 

establecidos en el artículo 57 de la Ley General 

Tributaria. 

 

Si de la comprobación resultasen valores superiores a 

los declarados por los interesados, éstos podrán 

impugnarlos en los plazos de reclamación de las 

liquidaciones que hayan de tener en cuenta los nuevos 

valores. Cuando los nuevos valores puedan tener 

repercusiones tributarias para los transmitentes se 

notificarán a éstos por separado para que puedan 

proceder a su impugnación en reposición o en vía 

económico-administrativa o solicitar su corrección 

mediante tasación pericial contradictoria y, si la 

reclamación o la corrección fuesen estimadas en todo o 

en parte, la resolución dictada beneficiará también a los 

sujetos pasivos del Impuesto sobre Transmisiones 

Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 

 

[…] 

 

 

5. Se considerará que el valor fijado en las resoluciones 

del juez del concurso para los bienes y derechos 

transmitidos corresponde a su valor, no procediendo en 

consecuencia comprobación de valores, en las 

transmisiones de bienes y derechos que se produzcan 

en un procedimiento concursal, incluyendo las cesiones 

de créditos previstas en el convenio aprobado 

judicialmente y las enajenaciones de activos llevadas a 

cabo en la fase de liquidación. 

 

[…] 

 

 

 

 

 



 

 

 

 


